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INICIA PROCEDIMIENTO DE REQUERIMIENTO DE 

INGRESO AL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE IMPACTO 

AMBIENTAL DEL PROYECTO “MIRADOR PIE ANDINO” 

Y CONFIERE TRASLADO A SUS TITULARES MDPR SPA Y 

PATAGON LAND ADMINISTRACIÓN DE ACTIVOS S.A. 

 

RESOLUCIÓN EXENTA N°1610. 

 

SANTIAGO, 20 de septiembre de 2022. 

 

VISTOS:  

 

Lo dispuesto en el artículo segundo de la Ley N°20.417, 

que establece la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente (en adelante, “LOSMA”); 

en la Ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (en adelante, “Ley N°19.300”); en el 

Decreto Supremo N°40, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente que fija el Reglamento del 

Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (en adelante, “RSEIA”); en la Ley N°19.880, que 

Establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la 

Administración del Estado; en la Ley N°18.834 que Aprueba el Estatuto Administrativo; en la 

Resolución Exenta N°769, de 2015, de la Superintendencia del Medio Ambiente, que establece el 

Instructivo para la Tramitación de los Requerimientos de Ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto 

Ambiental; en el expediente administrativo de requerimiento de ingreso REQ-019-2022; en el Decreto 

con Fuerza de Ley N°3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija la Planta 

de la Superintendencia del Medio Ambiente; en la Resolución Exenta N˚2124, de 2021, de la 

Superintendencia del Medio Ambiente, que fija su organización interna; en el Decreto Exento RA 

N°118894/55/2022, de 2022, de la Subsecretaría de Medio Ambiente, que nombra Superintendente 

Subrogante; en la Resolución Exenta RA 119123/104/2022, de 2022, de la Superintendencia del 

Medio Ambiente, que renueva nombramiento para el cargo de fiscal; en la Resolución Exenta N°658, 

de 2022, de la Superintendencia del Medio Ambiente, que establece el orden de subrogancia para el 

cargo de fiscal; en la Resolución Exenta N°659, de 2022, de la Superintendencia del Medio Ambiente, 

que establece orden de subrogancia para el cargo de Jefe del Departamento Jurídico; y en la 

Resolución N°7, de 2019, de la Contraloría General de la República (en adelante, “CGR”), que fija 

normas sobre exención del trámite de toma de razón. 

 

CONSIDERANDO: 

 

I. ANTECEDENTES GENERALES 

 

1° La Superintendencia del Medio Ambiente (en 

adelante, “SMA” o “Superintendencia”) fue creada para ejecutar, organizar y coordinar el 

seguimiento y fiscalización de las Resoluciones de Calificación Ambiental (en adelante, “RCA”), de 

las medidas de los Planes de Prevención y, o de Descontaminación Ambiental, del contenido de las 

Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, y de los Planes de Manejo, cuando corresponda, 

y de todos aquellos otros instrumentos de carácter ambiental que establece la ley, así como imponer 

sanciones en caso que se constaten infracciones de su competencia. 

 

2° La letra i) del artículo 3° de la LOSMA establece 

que la SMA tiene, entre otras funciones y atribuciones, el requerir, previo informe del Servicio de 

Evaluación Ambiental (en adelante, “SEA”), mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de 
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sanción, a los titulares de proyectos o actividades que conforme al artículo 10 de la Ley N°19.300, 

debieron someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (en adelante, “SEIA”) y no 

cuenten con una RCA, para que sometan a dicho sistema el Estudio o Declaración de Impacto 

Ambiental correspondiente. 

 
3° El artículo 8° de la Ley N°19.300, señala que “los 

proyectos o actividades señalados en el artículo 10 sólo podrán ejecutarse o modificarse previa 

evaluación de su impacto ambiental (…).” Por su parte, el artículo 10 de la mencionada Ley, 

establece un listado de los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en 

cualesquiera de sus fases, y que, por tanto, previo a ejecutarse, deberán someterse al SEIA. 

 
4° Requerir el ingreso de un proyecto que ha 

eludido el SEIA, es una medida correctiva ordenada por la SMA en el marco de sus facultades de 

fiscalización, y que se adopta a través del inicio de un procedimiento administrativo especial, el cual 

no obsta ni impide el posterior inicio de un procedimiento sancionatorio ambiental, para efectos de 

imponer las sanciones que correspondan por los incumplimientos normativos incurridos por un 

titular, en atención al lapso de tiempo en que ejecutó irregularmente su actividad. 

 
5° Lo anterior, ha sido reconocido por la 

jurisprudencia de la Contraloría General de la República, Dictamen N°18602 de 2017 al señalar que 

“(…) es menester puntualizar que la circunstancia que el titular someta voluntariamente su proyecto 

o actividad al SEIA después de iniciada su ejecución, es sin perjuicio de la sanción que la SMA pueda 

imponerle con arreglo al artículo 35, letra b), de su ley orgánica, como también de la responsabilidad 

por daño ambiental que haya podido originarse a su respecto a causa de tal ejecución irregular”. 

 
6° A su turno, el Ilustre Tercer Tribunal Ambiental, 

refiriéndose a un caso de elusión al SEIA, ha resuelto que, frente a esta infracción, “la SMA cuenta 

con espacios de discrecionalidad para -fundadamente- optar entre requerir al regulado el ingreso al 

SEIA de manera conjunta con la sanción, luego de haber concluido el procedimiento administrativo 

sancionatorio, o bien aplicar indistintamente una u otra medida. Lo anterior, constituye además una 

manifestación del principio de oportunidad, conforme a las facultades y atribuciones que le han sido 

conferidas en virtud de lo dispuesto en el art. 3 de la LOSMA, las que no tienen un carácter excluyente 

ni fijan un criterio temporal; por cuanto todas ellas se encuentran dirigidas a satisfacer el interés 

general que subyace a la protección ambiental”1. 

 

7° En aplicación de estas competencias, en lo 

sucesivo se expondrán una serie de antecedentes que le permiten a esta Superintendencia dar inicio 

a un procedimiento administrativo, cuyo objetivo es indagar si el proyecto “Mirador Pie Andino” 

(en adelante, el “proyecto”), de MDPR SpA y Patagon Land Administración de Activos S.A. (en 

adelante, los “titulares”), debe someterse a evaluación previa de su impacto ambiental, dado que 

correspondería a un proyecto que cumpliría con lo establecido en los literales h) y p) del artículo 10 

de la Ley N°19.300.  

 

 

 

 

 
1 Ilustre Tercer Tribunal Ambiental. Causa Rol R-4-2021. Sentencia de fecha 07 de marzo de 2022. 
Considerando 43°.  
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II. SOBRE LAS DENUNCIAS Y LA ACTIVIDAD DE 
INSPECCIÓN AMBIENTAL 

 
8° A través de Oficio N°36/2019, de fecha 14 de 

enero de 2020, la Ilustre Municipalidad de Colina solicitó a la SMA la fiscalización de tres proyectos 

inmobiliarios emplazados en la comuna de Colina en una Zona de Preservación Ecológica, entre 

ellos, el proyecto “Mirador Pie Andino”, de titularidad de MDPR SpA e Inmobiliaria y Constructora 

Patagonland SpA. A su presentación acompañó una serie de documentos.  

 

9° La denuncia anterior fue ingresa al sistema de 

registro de la SMA con el ID 11-XIII-2020 y dio origen a una investigación por parte de este 

organismo, sistematizada en el expediente de fiscalización ambiental DFZ-2020-2809-XIII-SRCA.  

 
10° En el marco de esta investigación, la 

Superintendencia requirió información a Constructora Patagonland SpA y a la Secretaría Regional 

Ministerial (en adelante, “Seremi”) de Vivienda y Urbanismo, al Servicio Agrícola Ganadero (en 

adelante, “SAG”) y a la Ilustre Municipalidad de Colina, todos de la región Metropolitana. De lo 

anterior, fue posible concluir lo siguiente:  

(i) El proyecto se ha identificado como “Mirador 

Pie Andino”, localizado en la comuna de Colina, en la parcelación “Fundo Chicureo”, adyacente al 

barrio residencial de Piedra Roja, entre Vitacura, La Dehesa y Chicureo, provincia de Chacabuco, 

región Metropolitana.  

(ii) Adicionalmente, en virtud del Plan Regulador 

Metropolitano de Santiago (en adelante, “PRMS”), se tiene que el proyecto se emplaza sobre un 

Área de Preservación Ecológica (en adelante, “APE”) y de un Sitio Prioritario de Conservación para 

la Biodiversidad de la región Metropolitana.  

(iii) Los titulares del proyecto son MDPR SpA y 

Patagon Land Administración de Activos S.A.  

 Lo anterior, en tanto Patagon Land 

Administración de Activos S.A., en su calidad de administradora de Fondo de Inversión Privado 

MDPR, es el único accionista de la sociedad MDPR S.A., según se extrae de la escritura pública de 

modificación de sociedad celebrada con fecha 09 de mayo de 2016, ante la notaria Nancy De La 

Fuente Hernández, en la 37° Notaría de Santiago, Repertorio N°5.153/16. A mayor abundamiento, 

los estatutos de la sociedad, en su artículo undécimo, señalan que la administración y 

representación de MDPR S.A. corresponderá a Patagon Land Administración de Activos S.A., quien 

podrá actuar por medio de sus representantes legales o por medio de uno o más apoderados que 

designe especialmente para este efecto mediante escritura pública. Así, por ejemplo, se aprecia que 

Patagon Land Administración de Activos S.A. ha actuado en representación de MDPR S.A. en los 

contratos de compraventa suscritos entre ésta última y distintos particulares.  

(iv) El proyecto consiste en el loteo del predio 

denominado “Fundo de Chicureo”, de 179,6 hectáreas, en 154 parcelas, las que serán agrupadas 

comercialmente para la venta en 126 parcelas, de 5.000 m2 aproximadamente.  

(v) Al ser un loteo, el proyecto contempla la 

ejecución de obras de urbanización, en específico, la realización de obras de pavimentación, de 

alumbrado, de agua potable y de evacuación de aguas lluvias.   

(vi) MDPR SpA adquirió el referido predio por 

compraventa a la sociedad Inmobiliaria Manquehue S.A., según consta en escritura pública de 

fecha 20 de marzo del año 2013, otorgada en la Notaría de Santiago de don Andrés Rubio Flores. El 

título se encuentra inscrito a su nombre, a fojas 33.382, N°50.669 del Registro de Propiedad del 

Conservador de Bienes Raíces de Santiago, correspondiente al año 2013.  
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(vii) Con fecha 05 de noviembre de 2014, ante la 

Dirección Regional del SEA de la región Metropolitana, MDPR SpA presentó una consulta de 

pertinencia de ingreso al SEIA del proyecto “Construcción de Redes Interiores - Mirador Pie 

Andino”.  

 De acuerdo con los antecedentes ingresados en 

dicha presentación, el proyecto consultado consistiría en la materialización de obras de 

pavimentación y de la vialidad interior, cuyo objeto sería otorgar conectividad a 154 parcelas de 

agrado, en un terreno con una superficie de 179,6 hectáreas. En específico, el proponente detalló, 

entre otras cosas, que se realizarían obras de pavimentación, agua potable, alumbrado y 

evacuación de aguas lluvias; que el predio del proyecto estaría constituido por 154 parcelas 

provenientes de la parcelación “Fundo de Chicureo”, según consta en Plano Certificado por el SAG 

N°3059, de fecha 22 de julio de 1996, que serían agrupados comercialmente para la venta de 126 

parcelas; que se considera un total de superficie a urbanizar de 7.260 metros lineales; y que la 

construcción de las redes interiores será realizada en tres etapas.  

 A través de la Resolución Exenta N°315, de fecha 

09 de junio de 2015 (en adelante, “Res. Ex. N°315/2015”), la Dirección Regional del SEA resolvió 

que el proyecto debía ingresar al SEIA en forma previa a su ejecución, al cumplir con lo dispuesto 

en el literal h) del artículo 3° del RSEIA, específicamente, según la hipótesis contemplada en los 

subliterales h.1.1) y h.1.3) de la norma antedicha.  

 Sin embargo, mediante carta s/n ingresada con 

fecha 25 de junio de 2015, ante la Dirección Ejecutiva del SEA, MDPR SpA interpuso un recurso 

administrativo en contra de la Res. Ex. N°315/2015, indicando que el proyecto no requería ser 

evaluado ambientalmente, principalmente, por no ser un proyecto inmobiliario, según lo 

establecido en el literal h) del RSEIA.  

 Al respecto, mediante la Resolución Exenta 

N°45, de fecha 17 de enero de 2017, la Dirección Ejecutiva del SEA acogió el recurso administrativo 

indicando que el proyecto no requería someterse obligatoriamente al SEIA, dado que “(…) un 

proyecto en el cual la vialidad interior corresponde a servidumbres de tránsito que permiten el acceso 

a cada predio, no puede ser considerado como loteo, en el sentido estricto de la definición del OGUC, 

dado que no contempla la apertura de vías públicas (bien nacional de uso público)”; y que, “(…) 

respecto de la existencia de un conjunto de viviendas (…) es posible señalar que el Proyecto no 

construirá viviendas, sino sólo obras tendientes a dar accesibilidad a las 154 parcelas, las que incluye 

obras de pavimentación, captación y conducción de aguas lluvias, red de agua potable y alumbrado 

privado”.  

 Con todo, la Dirección Ejecutiva del SEA, en la 

resolución citada en el párrafo precedente, hizo presente: que, “(…) el Proponente debe tener en 

consideración lo dispuesto en el artículo 8.3.1.1. de la Resolución Afecta N°20, de fecha 04 de 

noviembre de 1994, del Gobierno Regional Metropolitano, que establece el ‘Plan Regulador 

Metropolitano de Santiago’, relativo a las áreas de preservación ecológica”; que, “(…) el Proponente 

hace referencia a una cuarta etapa consistente en una superficie de 67 ha que contempla obras de 

equipamiento de carácter deportivo y de esparcimiento, cumpliendo dicha etapa con las 

características descritas en el literal h.1.3. del artículo 3° del RSEIA (…), por lo que, previo a su 

ejecución, ella deberá ingresar obligatoriamente al SEIA” (énfasis agregados); y que, “(…) el 

Proponente deberá tener en consideración lo dispuesto en el artículo 11 ter de la Ley N°19.300, 

debiendo evaluarse la suma de los impactos provocado por la cuarta etapa y las tres etapas 

anteriores”. 

(viii) En cuanto a los permisos y/o certificaciones 

obtenidas para la ejecución del proyecto, se encuentran los siguientes:  
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• Certificado N°3059, de 22 de julio de 1996, del 

SAG, que aprueba subdivisión del predio Rol de Avalúo 165-6 de Colina, en virtud del Decreto Ley 

N°3516, promulgado con fecha 19 de noviembre de 1980, del Ministerio de Agricultura (en adelante, 

“D.L. N°3516”). 

• Resolución N°38/15-20/15 Ley 20.283, de fecha 

19 de junio de 2015, de la Corporación Nacional Forestal (en adelante, “CONAF”), que aprueba 

solicitud relativa a la Ley N°20.283, N°38/15-20/15 sobre Plan de Manejo Corta y Reforestación de 

Bosques para ejecutar obras civiles presentada por MDPR SpA, con fecha 01 de abril de 2015, para 

una superficie de 4,18 hectáreas.  

• Resolución N°38/33-20/15 Ley 20.283, de fecha 

09 de octubre de 2015, de la CONAF, que aprueba solicitud relativa a la Ley N°20.283, N°38/33-

20/15-LBN sobre Plan de Manejo Corta y Reforestación de Bosques para ejecutar obras civiles 

presentada por MDPR SpA, con fecha 18 de agosto de 2015, para una superficie de 6,15 hectáreas.  

• Resolución N°38/34-20/15 Ley 20.283, de fecha 

09 de octubre de 2015, de la CONAF, que aprueba solicitud relativa a la Ley N°20.283, N°38/34-

20/15-LBN sobre Plan de Manejo Corta y Reforestación de Bosques para ejecutar obras civiles 

presentada por MDPR SpA, con fecha 18 de agosto de 2015, para una superficie de 1,76 hectáreas.  

• Resolución N°38/55-20/17 Ley 20.283, de fecha 

19 de octubre de 2017, de la CONAF, que aprueba solicitud relativa a la Ley N°20.283, N°38/55-

20/17 sobre Plan de Manejo Corta y Reforestación de Bosques para ejecutar obras civiles 

presentada por MDPR SpA, con fecha 06 de septiembre de 2017, para una superficie de 1,7 

hectáreas.  

• Resolución N°73/200-20/19 Ley 20.283, de 

fecha 18 de octubre de 2019, de la CONAF, que aprueba solicitud relativa a la Ley N°20.283, 

N°73/200-20/19-LBN sobre Plan de Corrección-Ley N°20.283, presentada por MDPR SpA, con fecha 

20 de agosto de 2019, para una superficie de 0,84 hectáreas.    

• Resolución N°74/200-20/19 Ley 20.283, de 

fecha 18 de octubre de 2019, de la CONAF, que aprueba solicitud relativa a la Ley N°20.283, 

N°74/200-20/19 sobre Plan de Corrección-Ley N°20.283, presentada por MDPR SpA, con fecha 20 

de agosto de 2019, para una superficie de 1,37 hectáreas.    

• ORD. N°83.062, de fecha 19 de marzo de 2020, 

del Servicio de Vivienda y Urbanismo (en adelante, “Serviu”) de la región Metropolitana, que 

informa favorablemente el proyecto de pavimentación y aguas lluvias, loteo Piedra Roja, Avenida 

José Rabatt (T-18N), tramo: frente al lote A-1.1N.   

• ORD. N°1027, de fecha 30 de marzo de 2015, de 

la Dirección de Vialidad de la región Metropolitana, que autoriza la ejecución del proyecto 

“Pavimentación, Acceso y Calzada Mirador Piedra Roja, Comuna de Colina, Provincia de Chacabuco, 

Región Metropolitana”, presentada por la empresa MDPR SpA.  

• Permiso de Edificación N°216, de fecha 27 de 

marzo de 2015, de la Dirección de Obras de la Ilustre Municipalidad de Colina, que otorga permiso 

a MDPR SpA para la edificación de una obra nueva, de 37,05 m2, de un piso de altura, en la calle 

Juan Pablo II s/n, lote N°1019, loteo parcelación Fundo Chicureo, sector rural, zona Protección 

Ecológica, del plan regulador intercomunal (obras de acceso al proyecto por el camino Juan Pablo 

I).  

• Certificado N°01/2017, de fecha 7 de febrero de 

2017, emitido por un Inspector Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, que acredita que 

Inmobiliaria MDPR SpA dio término satisfactorio a la obra “Proyecto de Paralelismo en el Camino 

Público Juan Pablo II entre DM 125,46 al DM 9,431,01 con una tubería de impulsión de A.P., en 

Acero D=250 mm, comuna de Colina, Provincia de Chacabuco, Región Metropolitana”. 
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• Certificado N°02/2017, de 7 de febrero de 2017, 

emitido por un Inspector Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, que acredita el término 

satisfactorio de la obra “Proyecto de Pavimentación Acceso y Calzada Mirador Piedra Roja, Comuna 

de Colina, Provincia de Chacabuco, Región Metropolitana”. 

(ix) Por otra parte, según lo informado por MDPR 

S.A., existen dos permisos de edificación obtenidos por los compradores de los sitios vendidos, a 

saber:  

• Permiso de Edificación N°142-2020, de 11 de 

marzo de 2020, emitido por la Dirección de Obras Municipales de la Municipalidad (en adelante, 

“DOM”) de Colina, que autoriza a construir una casa de dos pisos de altura en el Lote N°1533 que 

se indica. 

• Permiso de Edificación N°143-2020, de 11 de 

marzo de 2020, emitido por la DOM de la Municipalidad de Colina, que autoriza a construir una 

casa de dos pisos de altura en el Lote N°1532 que se indica. 

(x) Con todo, la Ilustre Municipalidad de Colina 

informó la existencia de otros dos permisos de edificación, cuyas obras autorizadas se encontrarían 

actualmente en ejecución (Permiso de Edificación N°433-18, de fecha 12 de noviembre de 2018; y 

Permiso de Edificación N°34-19, de fecha 30 de enero de 2019);   además de otras cuatro 

solicitudes de permisos de edificación que se encontrarían ingresadas a la Dirección de Obras del 

municipio, respecto las cuales se habrían cursado dos multas asociadas a dos de ellas; y de la 

ejecución de otra obra respecto a la cual no se habría siquiera ingresado una solicitud a la 

Municipalidad, y que habría dado lugar a una multa ante el Juzgado de Policía Local respectivo.  

(xi) Dentro de los antecedentes entregados por el 

MDPR S.A., se tienen, entre otros, los siguientes:  

• Contrato de Hipoteca entre MDPR SpA y Banco 

Internacional, sobre los predios que se indican, celebrado mediante escritura pública, con fecha 29 

de marzo de 2017, otorgada en Notaria de Santiago de doña Valeria Ronchera Flores, Repertorio 

N°2.894-2017.   

• Contrato de compraventa celebrado entre 

MDPR SpA y Sylvia Amelia Pérez Ortuzar, Paula Carolina Gálvez Pérez y Víctor Andrés Gerardo Gálvez 

Pérez, respecto del Lote 992-2, que forma parte del proyecto Mirador Pie Andino, celebrado 

mediante escritura pública suscrita en la Notaría de Nancy de la Fuente Hernández, con fecha 20 de 

diciembre de 2017, Repertorio N°11.256/17.  

• Contrato de Compraventa entre MDPR SpA y 

Carlos Ramón León Schleyer, respecto del lote 988-2, que forma parte del proyecto Mirador Pie 

Andino, celebrado mediante escritura pública suscrita en la Notaría de Nancy de la Fuente 

Hernández, con fecha 10 de mayo de 2018, Repertorio 3.623/18.  

• Contrato de Compraventa entre MDPR SpA y 

Juan Sebastián Vial Hudson, respecto del lote 1002-2, que forma parte del proyecto Mirador Pie 

Andino, celebrado mediante escritura pública suscrita en la Notaría de Nancy de la Fuente 

Hernández, con fecha 08 de marzo de 2018, Repertorio 1.864/18.  

• Contrato de Compraventa entre MDPR SpA y 

Margarita Elena González Campos, respecto del lote 1014-1 y 1014-2, que forman parte del 

proyecto Mirador Pie Andino, celebrado mediante escritura pública suscrita en la Notaría de 

Humberto Quezada Moreno, con fecha 21 de noviembre de 2018, Repertorio 8.557/18.  

• Contrato de Compraventa entre MDPR SpA y 

Elta Inversiones SpA, respecto de lote 1013-1, que forma parte del proyecto Mirador Pie Andino, 

celebrado mediante escritura pública suscrita en la Notaría de Humberto Quezada Moreno, con 

fecha 16 de agosto de 2018, bajo el repertorio 6.087/2.018.  
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• Promesa de Compraventa, celebrada con fecha 

31 de agosto de 2016, entre MDPR SpA y Eliseo Pantoja Andreu, respecto del Lote 75, que forma 

parte del proyecto Mirador Pie Andino, protocolizada en la Notaría de Nancy de la Fuente 

Hernández, con fecha 31 de agosto de 2016, bajo el Repertorio N°11.183/16.  

•  Promesa de Compraventa, celebrada con fecha 

17 de junio de 2016, entre MDPR SpA y Jorge José Osvaldo Abud Elías, respecto del Lote 76, que 

forma parte del proyecto Mirador Pie Andino, protocolizada en la Notaría de Nancy de la Fuente 

Hernández, con fecha 31 de agosto de 2016, bajo el Repertorio N°11.193/16.  

• Promesa de Compraventa, celebrada con fecha 

17 de junio de 2016, entre MDPR SpA y Drago Gluscevic Manzano, respecto del Lote 80, que forma 

parte del proyecto Mirador Pie Andino, protocolizada en la Notaría de Nancy de la Fuente 

Hernández, con fecha 31 de agosto de 2016, bajo el Repertorio N°11.191/16.  

• Contrato de Construcción de Suma Alzada, 

referente al proyecto “Urbanización Loteo Mirador Pie Andino – Chicureo Etapa 1”, de fecha 30 de 

enero de 2015, suscrito entre MDPR SpA y la Constructora Colcun Limitada. El contrato hace 

referencia a que MDPR SpA “(…) es dueño del terreno ubicado en Camino Pie Andino s/n, colina, 

donde se ejecutará la urbanización de la primera etapa que contempla la pavimentación, sistema de 

evacuación de aguas lluvias, red de agua potable, red de servicio eléctrico, conectividad que incluye 

las obras de conexión entre el loteo y la Av. Juan Pablo II, y obras de edificación menores 

correspondientes a la caseta de control de ingreso del proyecto Mirador Pie Andino, y en general, 

todas las actividades definidas o que se requieran para cumplir con lo señalado en la documentación 

que regula la licitación”.  

• Contrato de Construcción a Suma Alzada, 

referente al proyecto “Urbanización Loteo Mirador Pie Andino – Chicureo Etapa 2”, celebrado con 

fecha 30 de noviembre de 2015, entre Inmobiliaria MDPR SpA y Constructora Colcun Limitada. El 

contrato hace referencia a que MDPR SpA “(…) es dueño del terreno ubicado en Camino Pie Andino 

s/n, colina, donde se ejecutará la urbanización de la segunda etapa que contempla la pavimentación, 

sistema de evacuación de aguas lluvias, red de agua potable, red de servicio eléctrico, conectividad 

que incluye las obras de conexión entre el loteo y la Av. Juan Pablo II, y obras de edificación menores 

correspondientes a la caseta de control de ingreso del proyecto Mirador Pie Andino, y en general, 

todas las actividades definidas o que se requieran para cumplir con lo señalado en la documentación 

que regula la licitación”.  

• Contrato de Construcción a Suma Alzada, 

referente al proyecto “Urbanización obras pendientes Etapa 2 Mirador Pie Andino”, celebrado con 

fecha 8 de enero de 2018, entre MDPR SpA y Constructora Colcun Limitada, respecto de las obras 

pendientes de la Etapa 2 del proyecto.  

• Contrato de Servicio Privado de Agua Potable 

entre Aguas Manquehue S.A. y MDPR SpA, celebrado mediante escritura pública suscrita en la 

notaría de Iván Torrealva Acevedo, con fecha 17 de diciembre de 2014, Repertorio N°20.968-2014. 

El contrato tiene por objeto la prestación por parte de la Empresa del servicio privado de producción 

y distribución de agua potable para la parcelación, considerando un caudal de agua potable total de 

14,13 litros por segundo, como consumo medio diario.  

• Contrato de Suministro Eléctrico Inmueble 

(Loteos/Edificios), Contrato N°11471M, celebrado entre Chilectra S.A. y MDPR SpA, con fecha 27 de 

julio de 2015. En éste, se declara que “(…) Chilectra S.A. venderá al Cliente y éste comprará a aquella, 

la potencia y energía eléctrica necesarias para el inmueble [ubicada en Camino Juan Pablo II, Lote 

1019, Parcela Fundo Chicureo Lote A y D, comuna de Colina] (…)”.  

(xii) Cabe hacer presente que, mediante el Dictamen 

N°9102, de fecha 16 de marzo de 2017, la CGR se pronunció respecto a la legalidad de los oficios 
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emitidos por la Seremi de Vivienda y Urbanismo, a través de los cuales esa entidad certificó 

proyectos de subdivisión de predios ubicados en el Área de Preservación Ecológica regulada en el 

artículo 8.3.1.1. del PRMS. Al respecto, indicó que “(…) lo obrado por la SEREMI, en cuanto a 

certificar que en atención a que la referida prohibición de subdivisión incluida en el PRMS no se ajusta 

a la normativa vigente -y, por ende, no puede aplicarse para los terrenos emplazados en esa área-, 

no se conformó a derecho, por lo cual esa secretaría deberá adoptar las providencias que resulten 

pertinentes para dar cumplimiento a lo consignado en el enunciado artículo 8.3.1.1. (…)” (énfasis 

agregado). 

 A propósito de lo anterior, mediante la 

Resolución Exenta N°179/2017, de fecha 08 de junio de 2017, la Seremi de Vivienda y Urbanismo 

de la región Metropolitana, inició un procedimiento de invalidación de certificación de subdivisión 

predial en área de protección ecológica, con relación al proyecto en comento. 

 No obstante, mediante la Resolución Exenta 

N°2458/2017, de fecha 25 de agosto de 2017, la entidad antes citada consideró que “(...) de la 

certificación de subdivisión predial anotada en los considerandos precedentes, la interesada celebró 

diversos actos jurídicos que le han permitido patrimonializar derechos de buena fe, consolidando 

situaciones jurídicas al amparo de las mencionadas certificaciones, como por ejemplo, la celebración 

de contratos de promesa y de compraventa respecto de los predios resultantes, amén de la 

celebración de garantías hipotecarias en favor de instituciones financieras, respecto de varios 

contratos de compraventa involucrados. Por lo anterior y en concordancia con lo manifestado en la 

abultada jurisprudencia de la Contraloría General de la República, entre otros lo establecido en los 

dictámenes números 32.639, de 2010; 12.501, de 2016, que expresan claramente que la invalidación 

administrativa de los actos irregulares, tiene como límite aquellas situaciones jurídicas 

consolidadas, sobre la base de la confianza de los particulares en la actuación legítima de los 

órganos de la Administración, de manera que las consecuencias de aquellas no pueden afectar a 

terceros que adquirieron derechos de buena fe al amparo de las mismas” (énfasis agregados). Así, 

resolvió no invalidar la certificación de subdivisión predial en área de protección ecológica, con 

relación al proyecto en comento.  

(xiii) Sin perjuicio de que las fotografías acompañadas 

por MDPR S.A. en su presentación de fecha 20 de noviembre de 2020 no se encuentran fechadas ni 

georreferenciadas, en éstas se observa una portería de gran magnitud, la pavimentación de calles, 

la instalación de luminaria alrededor de los caminos pavimentados, y la existencia de obras de 

edificación en los sitios 12, 19, 20, 29, 30, 36, 40, 47, 49, 62 y 70 (destacando, dentro de éstas, la 

existencia de infraestructura referente a casas de grandes dimensiones).  

(xiv) El proyecto es promocionado en distintas 

plataformas virtuales, algunas de ellas: 

• En el sitio destinado a la venta y arriendo de 

inmuebles, “Portal Inmobiliario”, en que el proyecto se promociona con la siguiente descripción:  

 “Excelente terreno con quebrada propia y una 

pendiente promedio de 19%. Vista privilegiada al valle de Chicureo y Piedra Roja. Condominio nuevo 

con accesos controlados y barreras Safe Card. Urbanización de primer nivel con cableado 

subterráneo. Calles interiores de hormigón. 10 hectáreas de áreas verdes, circuitos de caminata y 

bicicleta en quebrada”2 (énfasis agregados).  

• En el sitio web “Engel&Völkers”3, donde se 

reproduce la descripción anterior.  

 
2 Sitio Web: https://www.portalinmobiliario.com/MLC-626992075-mirador-pie-andino-preciosa-vista-al-
valle-_JM [Última consulta: 09 de septiembre de 2022].  
3 Sitio Web: https://www.engelvoelkers.com/es-cl/propiedad/mirador-pie-andino-preciosa-vista-al-valle-
4115272.40000_exp/ [Última vez consultado: 09 de septiembre de 2022].   

https://www.portalinmobiliario.com/MLC-626992075-mirador-pie-andino-preciosa-vista-al-valle-_JM
https://www.portalinmobiliario.com/MLC-626992075-mirador-pie-andino-preciosa-vista-al-valle-_JM
https://www.engelvoelkers.com/es-cl/propiedad/mirador-pie-andino-preciosa-vista-al-valle-4115272.40000_exp/
https://www.engelvoelkers.com/es-cl/propiedad/mirador-pie-andino-preciosa-vista-al-valle-4115272.40000_exp/
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• En el sitio web “EstudioValdés + Cruz-Villalobos-

Demaria. Arquitectos”, en que se aprecian fotografías del proyecto que dan cuenta de su ingreso 

principal, pavimentado, con un portón de gran envergadura y una caseta de seguridad, además de 

obras de ornato4.  

• En el sitio web “Alta-Rent. Inversión 

Inmobiliaria”, en que se promociona bajo la siguiente descripción:  

 “Venta de terreno para uso residencial como 

parcela de agrado. Considera la administración con una conserjería que permita el acceso al lugar, 

un sistema de transporte interno para los trabajadores, etc. Conexiones de servicios básicos (Agua, 

Luz y caminos de acceso). Sistema de alcantarillado. Actualmente tiene todos los caminos trazados 

entre loteos, permisos medio ambientales aprobados, contratos con Aguas Andinas y ENEL”5.  

 

11° Cabe hacer presente que, a fin de contar con un 

pronunciamiento unificado sobre los permisos requeridos para la ejecución del proyecto y otros tres 

similares emplazados en APE, la SMA solicitó un informe a la Seremi de Vivienda y Urbanismo en 

dicho sentido. Al respecto, a través de ORD. N°189, de 18 de enero de 2022, la Seremi de Vivienda 

y Urbanismo dio respuesta a lo requerido, distinguiendo entre los permisos necesarios para la 

subdivisión de terrenos en el área y para las construcciones: 

(i) Respecto a lo primero, la Seremi de Vivienda y 

Urbanismo precisó que la subdivisión del terreno del proyecto fue aprobada por el SAG bajo el D.L. 

N°3516, normativa que hoy no aplica para esta zona, y que fue cuestionada en su aplicación por la 

CGR en el Dictamen N°9102, de fecha 16 de marzo de 2017. Agregó que “en virtud de ello, durante 

el año 2017 esta Secretaría Ministerial inició procedimientos de invalidación respecto a numerosos 

pronunciamientos que certificaron las subdivisiones en estas zonas. Sin embargo, aquellos 

procedimientos no terminaron con la invalidación de tales actos, ya sea por haber transcurrido más 

allá del término legal para iniciarlos, o bien, por existir derechos adquiridos de buena fe y/o 

situaciones jurídicas consolidadas” (énfasis agregado).  

(ii) Por su parte, en cuanto a las construcciones en 

área rural, la Seremi de Vivienda y Urbanismo indicó que “(…) según dispone el inciso primero del 

artículo 55 de la LGUC, por regla general, fuera de los límites urbanos establecidos en los Planes 

Reguladores no será permitido abrir calles, subdividir para formar poblaciones, ni levantar 

construcciones. Sin embargo, excepcionalmente el Director de Obras Municipales podrá otorgar 

permisos de edificación respecto de obras emplazadas en área rural en conformidad a lo dispuesto 

en el Art. 55 de la LGUC y el Art. 2.1.19 de la OGUC”. Ahora, agregó que “ninguno de los cuatro 

Proyectos se enmarcaría dentro de las categorías previamente descritas, dado que aquellos se 

describen como proyectos de venta de sitios en suelo rural, sin considerar las construcciones que 

eventualmente puedan desarrollar los futuros propietarios en ellos, quienes deberán solicitar los 

permisos correspondientes en su oportunidad. Bajo dicho entendimiento, ninguno de los cuatro 

Proyectos debería solicitar un informe favorable de esta Secretaría Ministerial en virtud del Art. 

55 LGUC” (énfasis agregado).  

 Sin embargo, añadió que se debe “(…) considerar 

(…) las construcciones que actualmente se encuentran materializadas en estos Proyectos (…). [En tal 

sentido] (…), tales obras no son compatibles con los usos y destinos que contempla el Instrumento 

de Planificación Territorial vigente en la zona desde el año 1994 (en Lo Barnechea) y 1997 (Colina), 

dado que todos ellos se emplazan en una de las Áreas de Valor Natural reconocidas por el PRMS 

 
4 Sitio Web: http://estudiovaldes.cl/es/proyectos/mirador-pie-andino/ [Última vez consultado: 09 de 
septiembre de 2022].  
5 Sitio Web: https://altarent.cl/property/pie-andino/ [Última vez consultado: 12 de septiembre de 2022].  

http://estudiovaldes.cl/es/proyectos/mirador-pie-andino/
https://altarent.cl/property/pie-andino/
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en el Art. 8.3.1 de su Ordenanza, específicamente, en las Áreas de Preservación Ecológica 

consagradas en el Art. 8.3.1.1 del PRMS. (…).  

 Como se observa, en dichas áreas no existe una 

prohibición absoluta para el desarrollo de proyectos, pero se establecen expresamente los destinos 

que sí son admitidos en ellas: científico, cultural, educativo, recreacional, deportivo y turístico (…).  

 Por lo demás, la incompatibilidad de esta clase 

de construcciones en estas Áreas de Valor Natural se ve reforzada en la Memoria Explicativa del 

PRMS, en la cual se establece lo siguiente respecto a las Áreas de Preservación Ecológica:  

 En el Capítulo IV ‘Descripción del Plan’, letra B 

‘Ámbito Territorial’, se señala que se identificaron áreas que se excluyeron del desarrollo urbano.  

 En el mismo Capítulo IV, letra C ‘Identificación de 

las Macro-Áreas’, N°2 ‘Área Restringida o Excluida al Desarrollo Urbano’, se indica que corresponden 

‘al territorio restringido o excluido para la localización de actividades urbanas, cuyas condiciones 

naturales les hacen definibles como no edificables o de edificación restringida, por constituir un 

peligro potencial para los asentamientos humanos o por corresponder a zonas de gran interés y valor 

ecológico que es preciso proteger de la intervención humana. (…). 

 En definitiva, respecto a las construcciones 

ejecutadas por los titulares de los cuatro proyectos, ninguna de ellas es compatible con los usos y 

destinos que contempla el Instrumento de Planificación Territorial vigente”. 

 Además, informó que “según dispone el artículo 

116 de la LGUC, la construcción de edificios y obras de urbanización de cualquier naturaleza en suelo 

urbano o rural requiere contar con el permiso de la Dirección de Obras Municipales para ejecutarse 

legítimamente (…)” (énfasis agregado). Destaca que lo anterior es reforzado por la Circular DDU 

455, y que el proyecto no cuenta con tales permisos, por lo cual, las obras ejecutadas y/o 

proyectadas de la actividad, se encuentran sin amparo legal. 

 Con todo, la Seremi de Vivienda y Urbanismo 

indicó que “los propietarios que adquirieron el dominio de tales sitios de buena fe podrán solicitar 

los permisos de edificación ante la autoridad competente para ejecutar las construcciones 

compatibles con los usos o actividades que autoriza el instrumento de planificación territorial en la 

zona y aquellas que permite la ley”.  

 En síntesis, concluyó que (i) la subdivisión del 

proyecto se ejecutó bajo las autorizaciones legales exigibles, pero (ii) no así las construcciones 

ejecutadas en los terrenos del proyecto, habilitadas para recibir a los futuros propietarios de los 

sitios individuales. 

 

12° Por otro lado, esta Superintendencia consultó al 

SAG si el proyecto, junto con otros tres similares emplazados en APE, ha dado cumplimiento a la 

LGUC y si debe contar con el informe favorable contemplado en el artículo 55 de la LGUC para su 

ejecución. Al respecto, a través del ORD. N°818/2021, de 12 de mayo de 2021, el SAG señaló que 

“es opinión de este Servicio, que sin perjuicio de la normativa por la cual se subdividió el predio, la 

normativa aplicable a las construcciones corresponden a las exigidas al momento de presentar el 

proyecto de construcción y en esta hipótesis, el informe que emita el SAG corresponde siempre a un 

insumo de permiso de construcción, o insumo para el informe de la Seremi de Agricultura. 

 Con todo, según señala el artículo 4to. de la 

LGUC, corresponde al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de las Secretarías Regionales 

Ministeriales, supervigilar las disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y técnicas sobre 

construcción y urbanización e interpretar las disposiciones de los instrumentos de planificación 

territorial”.  
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III. SOBRE LAS CAUSALES DE INGRESO AL SEIA QUE 
SE CONFIGURARÍAN EN LA ESPECIE 

 
13° Los antecedentes levantados en la investigación 

fueron contrastados con las causales de ingreso de proyectos y actividades al SEIA, listadas en el 

artículo 10 de la Ley N°19.300, en particular, con las causales de los literales g), h) y p). 

 

LITERAL G) DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY 
N°19.300 

 

14° En cuanto al literal g) del artículo 10 de la Ley 

N°19.300, éste establece que son susceptibles de generar impacto ambiental y, por lo tanto, 

requieren de un procedimiento de evaluación ambiental previo, aquellos “proyectos de desarrollo 

urbano o turístico, en zonas no comprendidas en alguno de los planes evaluados estratégicamente 

de conformidad a lo establecido en el párrafo 1° bis del Título II de la Ley. Se entenderá por planes a 

los instrumentos de planificación territorial”. 

 

15°  Por su parte, el artículo segundo transitorio del 

RSEIA, para efectos de lo establecido en la letra g) del artículo 3° (tipología que desarrolla el literal 

g) del artículo 10 de la Ley N°19.300), indica que “se considerarán evaluados estratégicamente, de 

conformidad a lo establecido en el párrafo 1° bis, del Título II de la Ley, los planes calificados 

mediante el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental de manera previa a la entrada en vigencia 

de la Ley N°20.417, así como los planes que se encuentren vigentes desde antes de la dictación de la 

Ley N°19.300”. 

 
16° En relación con la localización del proyecto, tal 

como se constató en la fase investigativa, éste se emplaza en la comuna de Colina, en la parcelación 

“Fundo Chicureo”, adyacente al barrio residencial de Piedra Roja, entre Vitacura, La Dehesa y 

Chicureo, provincia de Chacabuco, región Metropolitana. 

 

17° Al respecto, cabe hacer presente que, al 

momento de aprobarse la subdivisión del predio por parte del SAG, dicha zona no se encontraba 

incluida dentro de un instrumento de planificación territorial. Sin embargo, a partir de la Resolución 

N°39, de fecha 29 de octubre de 1997, publicada en el Diario Oficial con fecha 12 de diciembre del 

mismo año, se modificó el PRMS, promulgado por la Resolución N°20, del 06 de octubre de 1994, 

publicada en el Diario Oficial con fecha 04 de noviembre del mismo año, en el sentido de incorporar 

al territorio de dicho Plan, las comunas de Colina, Lampa y Til-Til.  

 
18° Ahora bien, en atención a que MDPR S.A. 

adquirió la propiedad el año 2013 y a que, en consecuencia, comenzó la planificación y ejecución 

material de su proyecto con posterioridad a la entrada en vigencia del PRMS, se concluye que la 

zona donde éste se emplaza corresponde a una zona evaluada estratégicamente.  

 
19° Así las cosas, no se cumple con el requisito basal 

exigido por la tipología en análisis y, por tanto, ésta no resulta aplicable en la especie.  
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LITERAL H) DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY 
N°19.300 

 
20° En cuanto al literal h) del artículo 10 de la Ley 

N°19.300, éste señala que requieren de evaluación ambiental previa los “proyectos industriales o 

inmobiliarios que se ejecuten en zonas declaradas latentes o saturadas”.  

 
21° De acuerdo con la actividad de fiscalización, el 

proyecto se sitúa en un predio ubicado en la comuna de Colina, dentro de la región Metropolitana 

de Santiago, la cual ha sido declarada Zona Saturada por MP10, Partículas en Suspensión, O3 y CO2; 

y Zona Latente por NO2, mediante el Decreto Supremo N°131, de 1996, del Ministerio Secretaría 

General de la Presidencia; y Zona Saturada por MP2,5, mediante el Decreto Supremo N°67, de 2014, 

del Ministerio del Medio Ambiente. 

 Así las cosas, se cumple con el primer requisito 

de la tipología en análisis, más aún, considerando que se comenzó la planificación y ejecución 

material del proyecto con posterioridad a la entrada en vigencia del Decreto Supremo N°131, de 

1996, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.  

 

22° Luego, el artículo 3° del RSEIA en su literal h.1) 

desarrolla esta tipología, estableciendo que “se entenderá por proyectos inmobiliarios aquellos 

loteos o conjuntos de viviendas que contemplen obras de edificación y/o urbanización, así como los 

proyectos destinados a equipamiento, y que presenten alguna de las siguientes características (…)”.  

 
23° Al respecto, pese a que el terreno dónde se 

ejecuta el proyecto haya sido subdividido utilizado el mecanismo del D.L. N°3516 para la subdivisión 

de predios rústicos, en los hechos, nos situamos frente a un loteo, en tanto, dentro de los procesos 

de subdivisión y urbanización de suelos, el artículo 65 de la Ley General de Urbanismo y 

Construcciones (en adelante, “LGUC”) establece que para las “subdivisiones” de terrenos 

propiamente tales, no se requiere la ejecución de obras de urbanización, por ser suficientes las 

existentes; mientras que para los “loteos”, se requiere la ejecución de obras de urbanización, 

incluyendo como tales la apertura de calles y formación de nuevos barrios o poblaciones6, tal 

como sucede en el caso en análisis.  

 Precisamente, sobre la base de la evidencia 

levantada por la SMA, es posible concluir que existen una serie de acciones de los titulares que 

buscan que su proyecto se configure como un loteo, con sus correspondientes obras de 

urbanización y vías públicas, para habilitar el uso de las parcelas con fines habitacionales, sin 

sujetarse a los objetivos dispuestos por la normativa del D.L. N°3516. A mayor abundamiento, los 

titulares proveerán de un entorno con condiciones mínimas de habitabilidad y acceso para que 

los propietarios puedan instalar su residencia o segunda vivienda, alterando el suelo del predio, la 

morfología del sector, su flora, fauna e idiosincrasia, sin ninguna característica en el diseño que 

permita vislumbrar un fin agrícola, ganadero o forestal asociado, sentando las bases para la 

generación de un núcleo urbano. 

 
6 Según el artículo 2.2.2 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones (en adelante, “OGUC”), “la 
subdivisión del suelo es la gestión que tiene por objeto dividir un predio, sin que el propietario esté obligado a 
urbanizar, por ser suficientes las obras de urbanización existentes. Para estos efectos, se entiende que son 
suficientes las obras de urbanización existentes, cuando el proyecto no contempla la apertura, ensanche o 
prolongación de vías públicas y el predio no está afecto a utilidad pública por el Instrumento de Planificación 
Territorial”. En tanto, el loteo se define en el artículo 1.1.2 de la OGUC, como el “proceso de división del suelo, 
cualquiera sea el número de predios resultantes, cuyo proyecto contempla la apertura de nuevas vías públicas 
y su correspondiente urbanización”. 
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 En efecto, se debe hacer presente que, 

conforme al artículo 1.1.2. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción (en adelante, 

“OGUC”), la definición de urbanizar es “ejecutar, ampliar o modificar cualquiera de las obras 

señaladas en el artículo 134 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones en el terreno propio, 

en el espacio público o en el contemplado con tal destino en el respectivo Instrumento de 

Planificación Territorial o en un proyecto de loteo, y fuera del terreno propio en los casos del inciso 

cuarto del artículo 134 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones” (énfasis agregado).  Por su 

parte, el artículo 134 de la LGUC, indica que “para urbanizar un terreno, el propietario del mismo 

deberá ejecutar, a su costa, el pavimento de las calles y pasajes, las plantaciones y obras de ornato, 

las instalaciones sanitarias y energéticas, con sus obras de alimentación y desagües de aguas 

servidas y de aguas lluvias, y las obras de defensa y de servicio de terreno” (énfasis agregado).  

 Pues bien, en línea con lo anterior, los titulares 

contemplan urbanizar un terreno propio, específicamente, un proyecto de loteo7, en tanto 

pretenden habilitar un acceso al conjunto de parcelas; dotar a cada una de éstas de un sistema de 

distribución de agua potable; habilitar una red eléctrica; y erigir un sistema de iluminación de 

caminos. En efecto, en virtud de los antecedentes entregados por MDPR S.A., se tiene que éste 

celebró, entre otros, un contrato de suministro eléctrico con la empresa Chilectra S.A. 

(actualmente, Enel Distribución Chile S.A.) y un contrato de servicio privado de e agua potable con 

Aguas Manquehue S.A.  

 Además, se tiene que MDPR S.A. celebró 

contratos de construcción a suma alzada con Constructora Colcun Limitada, que tuvieron por 

objeto la ejecución de los proyectos “Urbanización Loteo Mirador Pie Andino – Chicureo Etapa 1” 

(énfasis agregado) y “Urbanización Loteo Mirador Pie Andino – Chicureo Etapa 2” (énfasis 

agregado). A mayor precisión, dichos contratos hacen presente que MDPR SpA “(…) es dueño del 

terreno ubicado en Camino Pie Andino s/n, colina, donde se ejecutará la urbanización (…) que 

contempla la pavimentación, sistema de evacuación de aguas lluvias, red de agua potable, red de 

servicio eléctrico, conectividad que incluye las obras de conexión entre el loteo y la Av. Juan Pablo 

II, y obras de edificación menores correspondientes a la caseta de control de ingreso del proyecto 

Mirador Pie Andino, y en general, todas las actividades definidas o que se requieran para cumplir 

con lo señalado en la documentación que regula la licitación” (énfasis agregado).   

 Incluso, el proyecto contempla la apertura de 

caminos; su pavimentación; y la implementación conjunta de un sistema de evacuación de aguas 

lluvias. Lo anterior, queda patente en el Permiso de Edificación N°216, de fecha 27 de marzo de 

2015, de la Dirección de Obras de la Ilustre Municipalidad de Colina, que otorgó autorización para 

la ejecución de obras de acceso al proyecto por el camino Juan Pablo I; en el ORD. N°83.062, de 

fecha 19 de marzo de 2020, del Serviu de la región Metropolitana, que informa favorablemente el 

proyecto de pavimentación y aguas lluvias, loteo Piedra Roja, Avenida José Rabatt (T-18N), tramo: 

frente al lote A-1.1N; en el ORD. N°1027, de fecha 30 de marzo de 2015, de la Dirección de Vialidad 

de la región Metropolitana, que autoriza la ejecución del proyecto “Pavimentación, Acceso y 

Calzada Mirador Piedra Roja, Comuna de Colina, Provincia de Chacabuco, Región Metropolitana; en 

el Certificado N°01/2017, de fecha 7 de febrero de 2017, emitido por un Inspector Fiscal del 

Ministerio de Obras Públicas, que acredita que Inmobiliaria MDPR SpA dio término satisfactorio a 

la obra “Proyecto de Paralelismo en el Camino Público Juan Pablo II entre DM 125,46 al DM 9,431,01 

 
7 No es óbice para caracterizar las obras ejecutadas como “obras de urbanización”, que éstas no se emplacen 
formalmente en el espacio público existente, al interior de un predio en las vías contempladas en un proyecto 
de loteo, o en el área del predio que estuviere afecta a utilidad pública por el Instrumento de Planificación 
Territorial respectivo, conforme exige el artículo 1.1.2. de la OGUC. Lo anterior, en tanto, estas ubicaciones se 
desprenden del caso en que formalmente se hubiese requerido un loteo, lo cual no ocurrió en la especie, al 
acogerse el titular a la subdivisión del régimen del D.L. N°3516.  
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con una tubería de impulsión de A.P., en Acero D=250 mm, comuna de Colina, Provincia de 

Chacabuco, Región Metropolitana”; y en el Certificado N°02/2017, de 7 de febrero de 2017, emitido 

por un Inspector Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, que acredita el término satisfactorio de la 

obra “Proyecto de Pavimentación Acceso y Calzada Mirador Piedra Roja, Comuna de Colina, 

Provincia de Chacabuco, Región Metropolitana”. 

 Se hace presente que, si bien casi todas las obras 

descritas en el artículo 134 de la LGUC se encuentran contempladas en el proyecto ejecutado, 

conforme el ORD. N°83, de fecha 22 de febrero de 2022, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, 

respecto a la expresión “cualquiera de las obras señaladas en el artículo 134 de la Ley General de 

Urbanismo y Construcciones” utilizada en el artículo 1.1.2. de la OGUC, bastará que se ejecute 

cualquiera de ellas para estar frente a una actividad de urbanización.  

 
24° Con todo, las características del proyecto 

también permiten caracterizarlo como un conjunto de viviendas.  

 Efectivamente, se debe tener en cuenta que el 

regulador, en el literal h) del artículo 10 de la Ley N°19.300, desarrollado en el literal h) del artículo 

3° del RSEIA, no utilizó los verbos “edificar” o “construir” las viviendas, sino que recurrió a la 

expresión “conjunto de viviendas” como descriptor en sí mismo. El uso de la expresión en este 

sentido -es decir, sin asociarla a un verbo rector de acción actual- es coherente con el principio 

preventivo, pilar sobre el que se funda el SEIA, al no sujetar la existencia del “conjunto de viviendas” 

a la actual construcción o edificación de éstas. Así, la evaluación ambiental sirve “como un 

instrumento preventivo de control sobre proyectos determinados”8, en este caso, sobre los de 

desarrollo inmobiliario en zonas declaradas latentes o saturadas, permitiendo abordar sus impactos 

en forma previa a su materialización.  

 Una interpretación diferente se traduciría en el 

sinsentido de que la SMA ejercería sus competencias cuando el desarrollo inmobiliario -y en este 

caso específico, el conjunto de viviendas- se encontrase ya construido o en construcción, de 

manera tal que los efectos ambientales o, al menos, algunos de ellos, ya se hubieren 

materializado, contradiciendo la finalidad preventiva que expresa el artículo 8° de la Ley N°19.300, 

que establece que “los proyectos actividades señalados en el artículo 10 solo podrán ejecutarse o 

modificarse previa evaluación de su impacto ambiental, de acuerdo a lo establecido en la presente 

ley”. En esta línea, cabe señalar que para requerir el ingreso de un proyecto al SEIA, no es un 

requisito legal el que deba haberse materializado la ejecución de las obras o actividades asociadas 

a la tipología, ya que, tal como se ha expuesto, el objetivo de la evaluación ambiental se vería 

desnaturalizado.  

 El Ilustre Tercer Tribunal Ambiental ha avalado 

este razonamiento, señalando en el considerando 24° de su sentencia de 28 de octubre de 2021, 

Rol N°R-28-2020, que, para efectos de definir la eventual construcción de un conjunto habitacional, 

“basta la constatación de hechos que, considerados en conjunto, permitan presumir que éstas van 

a realizarse en el futuro, configurando el supuesto infraccional. Lo anterior tiene como respaldo el 

carácter preventivo del SEIA, lo cual implica que los proyectos cuyas tipologías son previstas en el 

artículo 10 de la ley N°19.300, y desarrolladas en el artículo 3° del RSEIA, deben ser evaluados antes 

de que se ejecuten y se verifiquen sus impactos ambientales”9 (énfasis agregado). 

 En virtud de lo expuesto, es que se hace 

necesario abordar la generación del “conjunto de viviendas” desde su origen, en este caso, desde la 

 
8 Bermúdez Soto, Jorge. “Fundamentos de Derecho Ambiental”. Valparaíso, Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso, 2014. Pág. 263. 
9 Ilustre Tercer Tribunal Ambiental. Causa Rol R-28-2020. Sentencia de fecha 28 de octubre de 2021. 
Considerando 24°. 
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habilitación de las bases para el desarrollo de éste. Con todo, para mayor entendimiento, el 

Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó, en su ORD. N°83, de fecha 22 de febrero de 2022, que 

la expresión “conjunto de viviendas” hace referencia a agrupaciones de construcciones destinadas 

al uso habitacional.  

 Así las cosas, en la especie, son los titulares 

quienes, en base a sus actividades, otorga un estándar de habitabilidad en el predio que permite 

la configuración de la agrupación de viviendas. En efecto, son las características de esta 

habilitación, las que posibilitan concluir que existe un carácter de “conjunto”, pues las viviendas 

comparten un territorio y estructuras de apoyo comunes, conectadas entre sí en una planificación 

tipo condominio, llevada a efecto por los titulares. De este modo, el proyecto sienta las bases para 

el levantamiento de las viviendas como un todo, bajo una unidad morfológica, territorial y 

organizativa dictada por los titulares.  

 Ahora, en este mismo contexto, conviene 

recalcar que el encabezado del subliteral h.1) del artículo 3° del RSEIA, en su presupuesto fáctico de 

“conjunto de viviendas”, no hace una distinción del sujeto o titular que construirá las casas, es 

decir, no especifica si éstas se levantarán por cuenta propia del desarrollador del proyecto, a 

través de una empresa contratista o directamente, por los futuros y/o actuales propietarios de 

los lotes. Por ello es por lo que, en cualquier caso, debe atenderse a la generación del núcleo de la 

tipología, en este caso, el “conjunto de viviendas”, lo cual, como ya se ha explicado, depende en 

último término de los propios titulares.  

 En consecuencia, si bien los titulares traspasarán 

parcelas a terceros, esto será para la construcción de las casas en el contexto territorial y 

estructural provisto por el mismo, dado por la unidad de superficie delimitada y cercada, y las 

habilitaciones necesarias para la habitación y conexión de las viviendas, consistentes, a lo menos 

en un acceso conjunto, un sistema de distribución de agua potable y de red eléctrica, una red de 

evacuación de aguas lluvias, caminos interiores pavimentados e iluminación de éstos últimos, y 

obras de edificación menores.  

 Es más, el carácter del desarrollo inmobiliario 

como conjunto de viviendas determinado por los titulares, se ve reforzado por el hecho de que éste 

contempla un Reglamento General de Normas Especiales Mirador Pie Andino Etapas 1 y 2, que 

consta de escritura pública de fecha 1 de marzo de 2016, otorgada en la Notaría de Santiago de don 

Eduardo Avello Concha, bajo el repertorio N°5.621-2016, modificado por escritura pública de fecha 

29 de abril de 2016, otorgada en la Notaría de Santiago de don Eduardo Avello Concha, bajo el 

repertorio N°3.237-2016, modificado por escritura pública de fecha 24 de junio de 2016, otorgada 

en la misma notaría de Santiago, bajo el repertorio N°19.111-2016. Lo anterior, según se desprende 

de los contratos de compraventa celebrados por MDPR S.A. con distintos particulares, citados 

anteriormente.  

 

25° En cuanto al siguiente requisito exigido por el 

subliteral en análisis, esto es, que el proyecto contemple obras de edificación y/o urbanización, 

como se ha explicado con anterioridad, esta Superintendencia verificó dicha circunstancia a partir 

de los antecedentes recabados. En tal sentido, se verificó la existencia de obras de edificación10 

(viviendas, portón de acceso, casilla de seguridad, alumbrado eléctrico) y de urbanización (sistema 

de distribución de agua potable y de red eléctrica, una red de evacuación de aguas lluvias, caminos 

pavimentados e iluminación de éstos). Incluso, en virtud del expediente de la consulta de 

pertinencia ingresada al SEA de la región Metropolitana, con fecha 05 de noviembre de 2014, por 

 
10 El artículo 1.1.2. de la OGUC indica que un edificio es “toda edificación compuesta por uno o más recintos, 
cualquiera sea su destino”. A su vez, el artículo 1.1.2. de la OGUC indica que recinto es “espacio abierto o 
cerrado destinado a una o varias actividades”.  
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parte de MDPR SpA, se tiene que el proyecto tiene una cuarta etapa que contempla equipamiento 

de carácter deportivo y de esparcimiento. 

 Nuevamente, es menester recordar que la 

causal de ingreso en comento no exige que estas obras existan actualmente, sino que deben estar 

“contempladas”. En dicha línea, dada la naturaleza del proyecto, las obras citadas son de la esencia 

de éste, toda vez que no puede concebirse sin, al menos, la materialización de ellas.  

 Con todo, según los antecedentes recabados en 

la investigación desarrollada por esta SMA, ya se habrían comenzado a ejecutar los trabajos 

vinculados con la apertura de los caminos y de pavimentación; construido el portón de acceso y 

la casilla de seguridad; instalado la luminaria alrededor de los caminos pavimentados; y 

comenzado a edificar obras en los sitios 12, 19, 20, 29, 30, 36, 40, 47, 49, 62 y 70, destacando 

dentro de éstas la existencia de infraestructura propia de casas de grandes dimensiones. Además, 

el MDPR S.A. ya habría suscrito un contrato para efectos de la provisión de agua potable, por parte 

de Aguas Manquehue S.A.; y otro con el objeto de obtener suministro eléctrico para el inmueble, 

con Chilectra S.A. (actualmente, Enel Distribución Chile S.A.).  

 En línea con lo anterior, MDPR S.A. habría 

celebrado contratos de construcción a suma alzada con la empresa Constructora Colcun Limitada 

para efectos de ejecutar su proyecto “Urbanización Loteo Mirador Pie Andino – Chicureo”, etapa 1 

y 2, siendo primordial hacer presente que, el último de ellos, celebrado con fecha 08 de enero de 

2018, tenía por objeto ejecutar las obras pendientes de la etapa 2 del proyecto, lo que hace posible 

presumir fundamente que, a la fecha, el proyecto de urbanización se encuentra finalizado, o bien 

quedan pocas obras pendientes.  

   

26° En cuanto al fin del proyecto, se verificó que éste 

es habitacional, dado que las características del proyecto -especialmente, las obras de edificación y 

urbanización- permiten inferir fundadamente que éste se encuentra destinado a la vivienda, 

poseyendo características propias de un condominio (portón de acceso, redes de electricidad, 

luminaria, entre otros). 

 Por otro lado, la publicidad del proyecto se 

enfoca en promocionar un conjunto habitacional, con obras de urbanización, con el objeto de que 

sus propietarios puedan instalar su residencia o segunda vivienda. Así, por ejemplo, el sitio web 

“Alta-Rent. Inversión Inmobiliaria”, promociona el proyecto bajo un uso residencial, bajo la figura 

de venta de parcelas de agrado; mientras que otros sitios, como “Portal Inmobiliario” y 

“Engel&Völkers”, ponen énfasis en las obras de urbanización del proyecto, destacando su carácter 

de condominio, con urbanización de primer nivel, áreas verdes, circuitos de caminata y bicicleta en 

quebrada.  

 Además, existe un contempla un Reglamento 

General de Normas Especiales Mirador Pie Andino Etapas 1 y 2, que presumiblemente se trata de 

un Reglamento de Copropiedad, propio de un condominio.  

 

27° Finalmente, corresponde analizar si el proyecto 

cumple con alguna de las características exigidas por el literal h.1) del artículo 3° del RSEIA, a saber, 

“h.1.1) que se emplace en áreas de extensión urbana o en área rural, de acuerdo al instrumento de 

planificación correspondiente y requiera de sistemas propios de producción y distribución de agua 

potable y/o de recolección de aguas servidas; h.1.2) que dé lugar a la incorporación al dominio 

nacional de uso público de vías expresas o troncales;  h.1.3) que se emplace en una superficie igual 

o superior a siete hectáreas (7 ha) o consulte la construcción de trescientas (300) o más viviendas; o 

h.1.4) que consulte la construcción de edificios de uso público con una capacidad para cinco mil 

(5.000) o más personas o con mil (1.000) o más estacionamientos”. 
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28° En cuanto a la primera hipótesis, esto es, 

subliteral h.1.1) del literal h) del artículo 3° del RSEIA, se verificó que el proyecto se emplaza en un 

Zona de Extensión Urbana, de acuerdo con el PRMS.  

 Por otra parte, se tiene como antecedente el 

Contrato de Servicio Privado de Agua Potable suscrito entre Aguas Manquehue S.A. y MDPR SpA, 

celebrado mediante escritura pública suscrita en la notaría de Iván Torrealva Acevedo, con fecha 17 

de diciembre de 2014, Repertorio N°20.968-2014, que tiene por objeto la prestación por parte de 

la empresa del servicio privado, la producción y distribución de agua potable para la parcelación, 

considerando un caudal de agua potable total de 14,13 litros por segundo, como consumo medio 

diario.  

 Así las cosas, si bien el proyecto requerirá de un 

sistema propio de distribución de agua potable, en virtud de los antecedentes de la consulta de 

pertinencia ingresada al SEA, no requeriría de un sistema propio de producción de agua potable, 

o de un sistema propio de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas. Por ello, al no 

cumplirse con un de los requisitos copulativos exigidos por el supuesto en análisis, no es posible 

su aplicación.  

 
29° Por otra parte, el proyecto contempla la 

habilitación y pavimentación de caminos. Precisamente, lo anterior queda patente en el Permiso de 

Edificación N°216, de fecha 27 de marzo de 2015, de la DOM de la Ilustre Municipalidad de Colina, 

que otorgó autorización para la ejecución de obras de acceso al proyecto por el camino Juan Pablo 

I; en el ORD. N°83.062, de fecha 19 de marzo de 2020, del Serviu de la región Metropolitana, que 

informa favorablemente el proyecto de pavimentación y aguas lluvias, loteo Piedra Roja, Avenida 

José Rabatt (T-18N), tramo: frente al lote A-1.1N; en el ORD. N°1027, de fecha 30 de marzo de 2015, 

de la Dirección de Vialidad de la región Metropolitana, que autoriza la ejecución del proyecto 

“Pavimentación, Acceso y Calzada Mirador Piedra Roja, Comuna de Colina, Provincia de Chacabuco, 

Región Metropolitana; en el Certificado N°01/2017, de fecha 7 de febrero de 2017, emitido por un 

Inspector Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, que acredita que Inmobiliaria MDPR SpA dio 

término satisfactorio a la obra “Proyecto de Paralelismo en el Camino Público Juan Pablo II entre 

DM 125,46 al DM 9,431,01 con una tubería de impulsión de A.P., en Acero D=250 mm, comuna de 

Colina, Provincia de Chacabuco, Región Metropolitana”; y en el Certificado N°02/2017, de 7 de 

febrero de 2017, emitido por un Inspector Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, que acredita el 

término satisfactorio de la obra “Proyecto de Pavimentación Acceso y Calzada Mirador Piedra Roja, 

Comuna de Colina, Provincia de Chacabuco, Región Metropolitana”. 

 Ahora, si bien los titulares contemplan la 

prolongación y la ejecución de obras de paralelismo de vías troncales (camino Juan Pablo I, camino 

Juan Pablo II y Avenida José Rabatt), no tiene definida la incorporación de una nueva vía que tenga 

dicho carácter. En consecuencia, no resulta aplicable el subliteral h.1.2) del literal h) del artículo 3° 

del RSEIA.  

 

30° Con relación a la aplicación del subliteral h.1.3) 

del literal h) del artículo 3° del RSEIA, cabe precisar que éste se refiere al término “superficie igual o 

superior a siete hectáreas (7 ha)”.  

 Al respecto, el ORD. N°20209910245 de 13 de 

marzo de 2020 del SEA, que “Instruye y uniforma criterios en relación a la aplicación de los literales 

g) y h) del artículo 3 del Decreto Supremo N°40 de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, 

Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental”, dejado sin efecto mediante el 

Ordinario N°202299102468, de fecha 01 de Junio de 2022 del SEA, pero vigente al momento de  la 
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ejecución material del proyecto, establecía en relación al literal h.1.3) que “(...) la superficie que 

debe considerarse para efectos de aplicar este sub literal es aquella acorde con la intervención real 

(obras y acciones) del proyecto o actividad, considerando que el espíritu de la norma tras el literal 

h), es el evaluar aquellos proyectos industriales o inmobiliarios susceptibles de generar emisiones en 

zonas que se encuentran latentes o saturadas, evitando de este modo, que proyectos o actividades 

de menor envergadura ingresen al SEIA, y que se alejen del propósito de esta norma y del objetivo 

preventivo del SEIA” (énfasis agregado).  

 En este contexto, la SMA entiende que la 

consideración de la “intervención real” a la que alude el SEA, debe ser aplicada en aquellos casos en 

que el titular efectivamente entregue datos específicos respecto a las áreas a intervenir en su 

proyecto y tomando siempre en cuenta lo que el proyecto global significa como proyecto 

inmobiliario sobre el terreno, es decir, no solamente las eventuales obras de habilitación que pueda 

ejecutar el desarrollador, sino todas las obras que finalmente intervendrán el mismo. En caso 

contrario, es decir, si el titular no entrega datos para calcular la superficie real del proyecto, 

tomando en cuenta todas las eventuales obras que en definitiva se ejecutarán, por el titular o por 

terceros, se debe considerar la superficie total asociada al rol del predio de emplazamiento del 

proyecto. 

 Pues bien, de acuerdo con los antecedentes 

recabados por la Superintendencia, en específico, la Resolución Exenta N°315, de fecha 09 de junio 

de 2015, del SEA de la región Metropolitana, los titulares materializarán obras de pavimentación y 

de vialidad interior, con el objeto de dar conectividad a 154 parcelas de agrado, en un terreno de 

superficie igual a 179,6 hectáreas, considerando un total a urbanizar de 7.260 metros lineales. Así, 

si bien MDPR S.A. declaró que considera urbanizar 7.260 metros lineales, hasta el momento, no ha 

precisado el ancho de tales obras, así como tampoco ha añadido la superficie que ocuparán las obras 

de edificación (por ejemplo, las viviendas) y de equipamiento (cuarta etapa del proyecto, según lo 

declarado ante el SEA).  

 De tal modo, corresponde considerar en el 

presente análisis, la superficie predial para efectos de determinar si el proyecto debe ingresar 

obligatoriamente al SEIA al alero de la hipótesis en comento, cuestión que resulta ser efectiva, al 

contemplar el predio de emplazamiento 179,6 hectáreas, superando con amplitud las 7 hectáreas 

establecidas en el subliteral h.1.3) del artículo 3° del RSEIA.  

 Por otra parte, el proyecto considera una 

pluralidad de lotes para venta a terceros, con un estándar y acondicionamiento de tipo urbano, 

que admite en razón de su naturaleza, la construcción de un conjunto de casas. Así, la subdivisión 

del predio se da en 154 parcelas, agrupadas comercialmente para la venta en 126 parcelas, siendo 

posible inferir que en cada una de éstas se erguirá una vivienda particular. Así las cosas, no resulta 

aplicable la segunda parte del subliteral en análisis, puesto que el proyecto no consultaría la 

construcción de 300 o más viviendas. 

 

31° Por último, respecto a la hipótesis contemplada 

en el subliteral h.1.4) del literal h) del artículo 3° del RSEIA, el proyecto no contempla la 

construcción de un edificio de uso público, por lo que debe necesariamente descartarse su 

aplicación.  

 

32° En virtud del análisis precedente, resulta 

aplicable a la especie el literal h) del artículo 10 de la Ley N°19.300, desarrollado en el artículo 3° 

del RSEIA, específicamente, según lo dispuesto en el subliteral h.1.3) del artículo 3° del RSEIA, al 

emplazarse en una superficie igual o superior a 7 hectáreas. 
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LITERAL P) DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY 
N°19.300 

 
33° El literal p) del artículo 10 de la Ley N°19.300, 

prescribe que se requiere de evaluación ambiental previa para la “ejecución de obras, programas o 

actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas 

vírgenes, santuarios de la naturaleza, parques marinos, reservas marinas, humedales urbanos o en 

cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial, en los casos en que la legislación 

respectiva lo permita”.   

 
34° Pues bien, a la luz de los antecedentes 

recabados, la SMA concluye que el proyecto también cumple con los requisitos de esta hipótesis. 

 
35° En efecto, el proyecto se emplaza en un APE. Al 

respecto, en el Dictamen N°E39766/2020, de fecha 30 de septiembre de 2020, la CGR zanjó que las 

áreas de valor natural, y en concreto las APE, definidas en Instrumentos de Planificación 

Territorial, deben ser consideradas como áreas colocadas bajo protección oficial para efectos de 

lo dispuesto en el literal p) del artículo 10 de la Ley N°19.300, si es que fueron creadas en 

Instrumentos de Planificación Territorial en forma previa a la modificación de la OGUC mediante 

Decreto N°10, de 2009, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, puesto que hasta esa fecha, la 

autoridad planificadora sí se encontraba habilitada para definir este tipo de áreas. 

 
36° Dentro del universo de APE a las cuales resulta 

aplicable lo indicado por la CGR, se encuentran las APE definidas en el PRMS, aprobado por el 

Gobierno Regional Metropolitano, mediante Resolución Exenta N°20, de fecha 06 de octubre de 

1994, como la del caso en comento.  

 
37° Ahora bien, en el citado pronunciamiento, la 

CGR delimitó los efectos temporales de su criterio, a fin de no afectar situaciones consolidadas. Al 

efecto, sostuvo que “corresponde entender que tales situaciones se han producido con el inicio de la 

ejecución del respectivo proyecto, al amparo de las autorizaciones que jurídicamente resulten 

procedentes, y de lo declarado por la autoridad competente en cuanto a que el emplazamiento de 

proyectos en áreas de preservación ecológica definidas por el PRMS no constituía una causal de 

ingreso al SEIA”. En seguida añadió que “(…) la aplicación del criterio contenido en el presente no 

afectará a aquellos proyectos o actividades que, debidamente aprobados y emplazándose en un 

área de protección de valor natural definida en un instrumento de planificación territorial, han 

comenzado a ejecutarse sin someterse al SEIA, por entender que, conforme al criterio sustentado 

por la autoridad competente, no se encontraban en la obligación de ingresar a ese sistema en razón 

de esa ubicación” (énfasis agregado). 

 Finalmente, recordó que “según lo ha señalado 

la jurisprudencia administrativa -contenida, entre otros, en el dictamen N°48.164, de 2016-, la sola 

circunstancia de que un proyecto se desarrolle en una de las áreas previstas en el referido literal p) 

no basta para sostener que aquel obligatoriamente debe ingresar al SEIA, pues el mencionado 

artículo 10 de la Ley N°19.300 exige, además, que se trate de proyectos o actividades ‘susceptibles 

de causar impacto ambiental’”. 

 
38° A la luz de lo anterior, se debe hacer un análisis 

pormenorizado de la procedencia de la aplicación de la tipología en análisis en el presente caso. 

Para ello se requiere, en primer lugar, determinar si efectivamente el proyecto se encuentra en la 

hipótesis de excepción indicada por la CGR.  
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39° En cuanto a la excepción, para que ella proceda, 

se deben cumplir dos requisitos copulativos: que el proyecto se haya ejecutado al amparo de todos 

los permisos legalmente requeridos para ello (“debidamente aprobado”) y su principio de 

ejecución haya ocurrido con anterioridad a la emisión del dictamen. 

 
40° En el presente caso, el proyecto no cumple con 

el requisito de encontrarse debidamente aprobado. En efecto, si bien la subdivisión del predio sí 

cuenta con la autorización legal exigible, en atención al carácter inmobiliario del proyecto, 

específicamente, a su configuración como loteo, las obras de urbanización ejecutadas requieren la 

autorización de la DOM de la Ilustre Municipalidad de Colina que, según lo informado por esta 

última, no existiría. Lo anterior, en tanto el artículo 116 de la LGUC indica que “la construcción, 

reconstrucción, reparación, alteración, ampliación y demolición de edificios y obras de urbanización 

de cualquier naturaleza, sean urbanas o rurales, requerirán permiso de la Dirección de Obras 

Municipales (…)” (énfasis agregado). 

 Efectivamente, esta Superintendencia tiene que, 

según lo informado por MDPR S.A., éste cuenta con autorización para la ejecución de obras de 

acceso al proyecto por el camino Juan Pablo I (Permiso de Edificación N°216, de fecha 27 de marzo 

de 2015, de la Dirección de Obras Municipales de la Ilustre Municipalidad de Colina); y que, existen 

dos permisos de edificación obtenidos por los compradores de los sitios vendidos para edificar 

viviendas (Permiso de Edificación N°142-2020, de 11 de marzo de 2020, emitido por la DOM de la 

Municipalidad de Colina; y Permiso de Edificación N°143-2020, de 11 de marzo de 2020, emitido por 

la DOM de la Municipalidad de Colina). Por otra parte, la Ilustre Municipalidad de Colina informó la 

existencia de otros dos permisos de edificación, cuyas obras autorizadas se encontrarían 

actualmente en ejecución (Permiso de Edificación N°433-18, de fecha 12 de noviembre de 2018; y 

Permiso de Edificación N°34-19, de fecha 30 de enero de 2019); y de otras cuatro solicitudes de 

permisos de edificación que se encontrarían ingresadas a la Dirección de Obras del municipio. 

 Con todo, si bien existen ciertos permisos 

asociados al proyecto entregados por parte de la DOM de la Ilustre Municipalidad de Colina, éstos 

se centran en la edificación de obras, mas no en la urbanización del terreno, siendo que el artículo 

116 de la LGUC exige la autorización municipal para los dos tipos de actividades. Por lo demás, 

aunque existan ciertos permisos de edificación, éstos no se estiman suficientes para la cantidad 

de obras que pretende erguir el proyecto, como lo son las 126 viviendas, los cercos asociados a las 

parcelas, los portones existentes en el terreno o el alumbrado público. En efecto, el proyecto 

contaría solo con cuatro permisos asociados a la edificación de viviendas y uno vinculado al portón 

de acceso.  

 Así fue confirmado por la Seremi de Vivienda y 

Urbanismo de la región Metropolitana, en su ORD. N°189, de 18 de enero de 2022, en que indicó, 

a propósito de cuatro proyectos inmobiliarios ejecutados en un APE, entre ellos, “Mirador Pie 

Andino”, que “las obras ejecutadas y/o proyectadas en los cuatro proyectos analizados no cuentan 

con permiso urbanístico alguno para su ejecución ni tampoco se asocian a ningún permiso de 

edificación otorgado por la DOM de Lo Barnechea ni de Colina, por lo que no puede afirmarse que 

aquellas se encontraban ‘debidamente aprobadas’ para llevarse a cabo. En síntesis, las obras 

ejecutadas y/o proyectadas en las Áreas de Preservación Ecológicas de las comunas de Lo Barnechea 

y Colina por los titulares de los cuatro proyectos no se encuentran desarrollándose ‘al amparo de 

las autorizaciones que jurídicamente resulten procedentes’, pues aquellas no cuentan con permiso 

urbanístico alguno ni están asociadas a ninguna vivienda que cuente con el permiso de edificación 

de la DOM respectiva” (énfasis agregado). 
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41° Entonces, pese a que el proyecto fue iniciado en 

forma previa a la emisión del dictamen, al no verificarse el primer requisito copulativo de la 

excepción, se descarta su aplicación al caso, siendo procedente analizar entonces la susceptibilidad 

de impacto ambiental del proyecto sobre la APE.  

 
42° Para efectos de lo anterior, debe considerarse lo 

señalado en el Of. Ord. N°161081, de fecha 17 de agosto de 2016, que complementa el Of. D.E. N° 

130844, de fecha 22 de mayo de 2013, de la Dirección Ejecutiva del SEA, que “Uniforma criterios y 

exigencias técnicas sobre áreas colocadas bajo protección oficial y áreas protegidas para efectos del 

SEIA, e instruye sobre la materia”, en concordancia con lo dictaminado por la CGR (Dictamen 

N°48.164, de 30 de junio de 2016), en el cual se señala que “(…) cuando se contemple ejecutar una 

obra, programa o actividad en un área colocada bajo protección oficial, debe necesariamente 

realizarse un análisis previo sobre si tales obras son susceptibles de causar impacto ambiental, 

considerándose como criterio el determinar si se justifica que ellas sean objeto de una evaluación de 

impacto ambiental. En particular, debe considerarse la envergadura y los potenciales impactos del 

proyecto o actividad, en relación al objeto de protección de la respectiva área, de manera que el 

sometimiento al SEIA tenga sentido y reporte beneficios concretos en términos de prevención de 

impactos ambientales adversos” (énfasis agregado). 
 

43° Bajo estos lineamientos, a continuación, se 

considerará el proyecto de acuerdo con los antecedentes levantados en la presentación, en relación 

al objeto de protección del área en que se emplaza, esto es, la APE determinada por el PRMS. 

 
44° El objeto de protección de la APE se desprende 

de la definición contenida en el artículo 8.3.1.1. del PRMS, a saber, “(…) asegurar y contribuir al 

equilibrio y calidad del medio ambiente, como asimismo preservar el patrimonio paisajístico” 

(énfasis agregado). Por otra parte, el artículo antes citado añade que “son parte integrante de estas 

zonas, los sectores altos de las cuencas y microcuencas hidrográficas; los reservorios de agua y 

cauces naturales; las áreas de preservación del recurso nieve, tanto para su preservación como 

fuente de agua potable, como para evitar el emplazamiento de construcciones dentro de las canchas 

de esquí; las cumbres y los farellones; los enclaves de flora y refugios de fauna; como asimismo, los 

componentes paisajísticos destacados”; y que “en estas Áreas se permitirá el desarrollo de 

actividades que aseguren la permanencia de los valores naturales, restringiéndose su uso a los 

fines: científico, cultural, educativo, recreacional, deportivo y turístico, con las instalaciones y/o 

edificaciones mínimas e indispensables para su habilitación (…)” (énfasis agregado). 

 

45° A la luz de lo citado, se tiene que dentro del 

objeto de protección de las APE destacan su función para asegurar y contribuir al equilibrio y 

calidad del medio ambiente, como asimismo preservar el patrimonio paisajístico y la permanencia 

de los valores naturales, con especial énfasis en los enclaves de flora y refugios de fauna y en los 

atributos paisajísticos. 

 
46° Contrastado lo anterior con los alcances del 

proyecto, se concluye que la intervención con infraestructura para la construcción, además de la 

habilitación y venta del espacio para operar en forma residencial con un alto número de personas, 

implican que el proyecto sea susceptible de afectar el objeto de protección de la APE, en los tres 

sentidos mandatados por el SEA a analizar a este respecto: 

(i) En cuanto a envergadura, el proyecto implica 

la presencia, durante la fase de construcción, de maquinaria pesada y, durante la fase de operación, 

de infraestructura y viviendas, así como de personas y familias actualmente ajenas al sector; la corta 
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de flora, pérdida de hábitat para la fauna del sector; y la intervención del paisaje actualmente libre 

de edificaciones. 

(ii) En términos de magnitud, el proyecto 

contempla 126 parcelas de 5.000 m2 aproximadamente, las cuales estarán disponibles para ser 

adquiridas por particulares, con al menos una casa por parcela, significando una clara incidencia en 

el paisaje de la zona. Ello además implicaría, considerando un promedio de 3 personas por casa, un 

total de población de aproximadamente 378 personas circulando por el APE, probablemente en 

vehículos motorizados, afectando altamente, por ejemplo, los flujos de fauna. Lo anterior también 

implica riesgos asociados a las actividades humanas para la flora, difíciles de controlar en esa 

magnitud, como por ejemplo, los incendios. También, trae aparejadas consecuencias naturales de 

la construcción de viviendas, como el uso excesivo de agua con fines de riego. 

(iii) Respecto a la duración, esta es de carácter 

permanente, en lo que se refiere a la fase de operación del proyecto. 

 

47° Por otra parte, cabe señalar que en el ORD. 

N°189, de 18 de enero de 2022, de la Seremi de Vivienda y Urbanismo de la región Metropolitana, 

se declara, a propósito de cuatro proyectos inmobiliarios emplazados en APE, entre ellos, “Mirador 

Pie Andino”, que “(...) las construcciones que actualmente se encuentran materializadas en estos 

Proyectos (...) no con compatibles con los usos y destinos que contempla el Instrumento de 

Planificación Territorial vigente en la zona desde el año 1994 (en Lo Barnechea) y 1997 (Colina), 

dado que todos ellos se emplazan en una de las Áreas de Valor reconocidas por el PRMS en el Art. 

8.3.1. de su Ordenanza, específicamente, en la Áreas de Preservación Ecológica consagradas en el 

Art. 8.3.1.1. del PRMS (...).  

 [En efecto] (...) en dichas áreas no existe una 

prohibición absoluta para el desarrollo de proyectos, pero se establecen expresamente los destinos 

que sí son admitidos en ellas: científico, cultural, educativo, recreacional, deportivo y turístico (...).  

 Por lo demás, la incompatibilidad de esta clase 

de construcciones en estas Áreas de Valor Natural se ve reforzada en la Memoria Explicativa del 

PRMS, en la cual se establece lo siguiente respecto a las Áreas de Preservación Ecológica:  

 En el Capítulo IV ‘Descripción del Plan’, letra B 

‘Ámbito Territorial’, se señala que se identificaron áreas que se excluyeron del desarrollo urbano.  

 En el mismo Capítulo IV, letra C ‘Identificación de 

las Macro-Áreas’, N°2 ‘Área Restringida o Excluida al Desarrollo Urbano’, se indica que corresponden 

‘al territorio restringido o excluido para la localización de actividades urbanas, cuyas condiciones 

naturales les hacen definibles como no edificables o de edificación restringida, por constituir un 

peligro potencial para los asentamientos humanos o por corresponder a zonas de gran interés y 

valor ecológico que es preciso proteger de la intervención humana. En este espacio sólo podrán 

realizarse en ellas actividades agrícolas o incompatibles con la actividad residencial’. Bajo este 

mismo título se contemplan expresamente las Áreas de Valor Natural -dentro de las que se 

encuentran las APE- bajo el subtítulo letra b) ‘De valor natural y/o Interés Silvoagropecuario’” 

(énfasis agregados).  

 Así, resulta evidente que el objeto de 

protección de las APE se ve menoscabado por el desarrollo de proyectos de desarrollo urbano, 

como lo es el proyecto “Mirador Pie Andino”, en tanto, la decisión del regulador fue excluir de 

estos sectores la ejecución de este tipo de actividades, por ser zonas de gran interés y valor 

ecológico que es preciso proteger de la intervención humana.  

 

48° En ese sentido, el proyecto es susceptible de 

afectar el objeto de protección del APE, pues no asegura la permanencia de sus valores naturales. 
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49°  Finalmente, en este punto, cabe señalar 

que las medidas propuestas por los titulares en el Reglamento que pretende dictar deben ser 

ponderadas en el debido procedimiento destinado a ello, es decir, dentro del SEIA, y no como una 

iniciativa del diseño que pueda excluir la susceptibilidad de afectación del APE analizada. 

 

50° En consecuencia, y dado que el proyecto 

“Mirador Pie Andino” no cuenta con calificación de su impacto ambiental ni ha ingresado al SEIA, se 

concluye que se encuentra en una hipótesis de elusión según lo dispuesto en los literales h), 

desarrollado en el subliteral h.1.3) del artículo 3° del RSEIA, y p) del artículo 10 de la Ley N°19.300. 

 

51° En lo que respecta a las demás tipologías de 

ingreso al SEIA listadas en el artículo 10 de la Ley N°19.300, luego de las actividades de fiscalización, 

se concluye que ellas no guardan relación con las obras denunciadas y, en consecuencia, no 

correspondería su análisis particular.  

 

IV. CONCLUSIONES 
 

52° Se concluye que el proyecto se encontraría en 

una hipótesis de elusión según lo dispuesto en los literales h), desarrollado en el subliteral h.1.3) 

del artículo 3° del RSEIA, y p) del artículo 10 de la Ley N°19.300.  

 

53° Se deja constancia que a este procedimiento 

administrativo se le ha asignado el Rol REQ-019-2022, y que puede ser revisado a través de la 

plataforma web disponible en el Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental en el 

siguiente enlace: https://snifa.sma.gob.cl/RequerimientoIngreso.   

 
54° El presente acto no constituye por sí mismo un 

requerimiento de ingreso al SEIA, sino que da inicio formal a un procedimiento administrativo, el 

cual tiene como objetivo recabar antecedentes que permitan a esta SMA determinar si corresponde 

o no exigir dicho ingreso. Es en ese sentido que en este acto se otorga traslado a los titulares, a fin 

de que haga valer sus observaciones, alegaciones o pruebas frente a la hipótesis de elusión 

levantada. 

 
55° En virtud de todo lo anteriormente expuesto, se 

procede a resolver lo siguiente: 

 

RESUELVO: 

 

PRIMERO:  INICIAR un procedimiento 

administrativo de requerimiento de ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en 

contra de MDPR SpA y Patagon Land Administración S.A., en su carácter de titulares del proyecto 

“Mirador Pie Andino”, ejecutado en la comuna de Colina, por configurarse las tipologías descritas 

en los literales h) -desarrollado en el subliteral h.1.3) del artículo 3° del RSEIA- y p) del artículo 10 de 

la Ley N°19.300.  

 

SEGUNDO:  CONFERIR TRASLADO a MDPR SpA 

y Patagon Land Administración de Activos S.A., en su carácter de titulares del proyecto “Mirador Pie 

Andino”, para que, en un plazo de 15 días hábiles, a contar de la notificación de la presente 

https://snifa.sma.gob.cl/RequerimientoIngreso
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resolución, haga valer las observaciones, alegaciones, o pruebas, que estime pertinentes frente a la 

hipótesis de elusión levantada en el presente acto. 

   Dadas las circunstancias actuales 

relacionadas con el brote de COVID-19, es posible realizar el ingreso de documentación ante la SMA 

mediante correo electrónico dirigido a la dirección oficinadepartes@sma.gob.cl, entre 9:00-13:00 

hrs. de un día hábil, indicando que se asocia al procedimiento de requerimiento de ingreso al SEIA 

REQ-019-2022.  

   Junto con ello, en caso de que la 

información que deba remitir a este servicio conste en varios archivos, deberá realizarlo mediante 

una plataforma de transferencia de archivos, adjuntando el vínculo correspondiente. Para ello, 

deberá indicar el nombre completo, teléfono de contacto y correo electrónico del encargado, con 

el objeto de poder contactarlo de inmediato, en caso de existir algún problema con la descarga de 

los documentos.  

   Adicionalmente, si dentro de la 

información remitida, se encuentran antecedentes en formatos .kmz, .gpx, .shp, .xls, .doc, .jpg, entre 

otros, que permitan la visualización de imágenes y el manejo de datos, deberá entregarse un 

duplicado de la misma, en una copia en PDF (.pdf). En el caso de mapas, se requiere que, además 

de ser entregados en uno de los formatos originales anteriormente señalados, estos sean ploteados, 

y ser remitidos también en duplicados, formato PDF (.pdf). 

 

           CUARTO: PREVENIR que según lo dispuesto 

en los artículos 8° y 10 de la Ley N°19.300, los proyectos que cumplan con alguna de las tipologías 

de ingreso al SEIA, sólo podrán ejecutarse una vez que obtengan la correspondiente RCA. 

 

           QUINTO:  TENER PRESENTE lo dispuesto en 

literal a) del artículo 30 de la ley 19.880, en relación con el derecho que ampara al interesado en un 

procedimiento administrativo para indicar un medio y lugar preferente para efecto de las 

notificaciones futuras, como podría ser una casilla de correo electrónico.  

 

           SÉPTIMO:  TENER PRESENTE los documentos y 

antecedentes presentados tanto por MDPR S.A. como por el denunciante durante la investigación 

que da origen al presente procedimiento. 

 

           OCTAVO:  TENER PRESENTE los documentos y 

antecedentes presentados por la Ilustre Municipalidad de Colina, el Servicio Agrícola Ganadero, y la 

Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la región Metropolitana durante la 

investigación que da origen al presente procedimiento. 

 

           NOVENO:  OFICIAR a la Dirección Regional SEA 

de la Región Metropolitana, para que, en torno a los antecedentes levantados en la etapa 

investigativa, emita un pronunciamiento sobre la pertinencia de ingreso al SEIA de las obras 

denunciadas. 

 

           DÉCIMO:   REMITIR la presente resolución al 

Servicio Agrícola Ganadero y a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, todos de 

la región Metropolitana, para su conocimiento y fines que estimen pertinentes.  

 

           UNDÉCIMO:   INFORMAR que el expediente 

electrónico de fiscalización podrá ser encontrado en el Sistema Nacional de Información de 

mailto:oficinadepartes@sma.gob.cl
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Fiscalización Ambiental (en adelante, “SNIFA”), de acceso público. Al mismo se podrá acceder 

mediante el banner homónimo que se encuentra en el portal web de este servicio, o de manera 

directa, ingresando al siguiente link: http://snifa.sma.gob.cl/. Adicionalmente, la presente 

resolución se encontrará disponible en el portal de Gobierno Transparente de la Superintendencia 

del Medio Ambiente, al que se puede acceder a través del siguiente enlace: 

http://www.sma.gob.cl/transparencia/denunciasciudadana_historico.html.   

 

ANÓTESE, NOTIFÍQUESE Y DESE CUMPLIMIENTO 

 

 

 

 

 

EMANUEL IBARRA SOTO  

SUPERINTENDENTE DEL MEDIO AMBIENTE (S) 

 

ODLF/FSM  

 

Notificación por carta certificada: 

- Diego Errázuriz Zañartu, representante legal Patagon Land Administración de Activos S.A. y de MDPR 

SpA. Domicilio: Aurelio González N°3390, piso -1, comuna de Vitacura, Santiago.  

- José Antonio Rabat Joannon, representante legal de Patagon Land Administración de Activos S.A. y de 

MDPR SpA. Domicilio: Aurelio González N°3390, piso -1, comuna de Vitacura, Santiago. 

- Isabel Valenzuela, Alcaldesa Ilustre Municipalidad de Colina. Domicilio: Avenida Colina 700, comuna de 

Colina, región Metropolitana.  

 

Notificación por DocDigital: 

-  Rocío Andrade, Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, región Metropolitana. 

DocDigital: https://doc.digital.gob.cl/.  

- Rebeca Castillo, Directora Regional Servicio Agrícola y Ganadero, región Metropolitana. DocDigital: 

https://doc.digital.gob.cl/. 

 

Notificación por Oficina de Partes Virtual SEA: 

-  Valentina Durán, Directora Ejecutiva del Servicio de Evaluación Ambiental. Oficina de Partes Virtual: 

https://www.sea.gob.cl/oficina-partes-virtual. 

 

C.C.: 

- Fiscal (S), Superintendencia del Medio Ambiente. 

- Departamento Jurídico, Superintendencia del Medio Ambiente. 

- División de Fiscalización y Conformidad Ambiental, Superintendencia del Medio Ambiente. 

- Oficina de Partes y Archivo, Superintendencia del Medio Ambiente.  

 

REQ-019-2022 

 

Expediente Cero Papel N°19.912/2022.  
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